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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase 

al oficio N° 12862  

01 de diciembre de 2008

DAGJ-1613-2008
Licenciada 

Silma Bolaños Cerdas

Comisión Permanente de Asuntos Económicos
ASAMBLEA LEGISLATIVA

Estimada señora:  

Asunto: Consulta sobre el proyecto denominado “Apertura del Monopolio de la Fábrica Nacional de Licores y democratización de su propiedad” que se tramita bajo el expediente No. 16987.

Nos referimos a su nota No.559-17.090-08 de fecha 07 de noviembre del 2008, mediante la cual solicita criterio de esta Contraloría General respecto del proyecto de ley denominado “Apertura del Monopolio de la Fábrica Nacional de Licores y democratización de su propiedad”, que  se estudia bajo el expediente No. 16987, del cual solicitamos una prórroga para rendir el respectivo informe, misma que nos fue otorgada por esa Comisión el pasado 18 de noviembre por un lapso de 10 días hábiles.
De acuerdo con la exposición de motivos, se da cuenta de la tendencia mundial favorable a la apertura de los monopolios, ya que el consumidor se ve limitado en su libertad y hay mayor probabilidad de precios más caros, menor variedad e inferior calidad en razón de la falta de competencia.

 En el caso del monopolio nacional en la producción y venta de alcohol, el mismo se mantiene en manos del Estado –concretamente en manos de la Fábrica Nacional de Licores –en adelante FANAL-, sin perjuicio del ejercicio libre de otras actividades de producción y comercialización de licores como el “guaro”, situación ésta última que los proponentes estiman cabe cuestionarse sobre “¿cuál es la pertinencia de que el Estado tenga como una de sus funciones la producción y venta de licores?”, sobretodo cuando existen problemas asociados al consumo del licor como la violencia que se vive en nuestras carreteras y los accidentes de tránsito, ante lo cual se propone que esta actividad sea desarrollada por el sector privado y no por el sector público.

Para ese fin, se pretende que la FANAL y sus activos sean privatizados mediante un mecanismo de democratización de su propiedad, de modo que pasen en un 30% a manos de sus empleados y en un 70% a manos de cooperativas de cañeros, en éste último caso por la importancia de la promoción del cooperativismo como factor de desarrollo, de manera que sólo en caso de que dichos grupos no se interesen en adquirirla, se ofrezca al público en general sus acciones.
Criterio de la División:
Un primer aspecto a valorar por parte de esa Asamblea Legislativa es el tema de la conveniencia y oportunidad de privatizar o no la Fábrica Nacional de Licores, lo cual aparece como un asunto de resorte legislativo, en el cual no corresponde al órgano contralor manifestarse.  
Existen otros aspectos del contenido del proyecto de ley que sí ameritan nuestra atención, a efectos de proporcionar los insumos para una adecuada toma de decisiones por parte de ese Parlamento, los cuales tienen que ver con el precio de la venta de la FANAL, la definición de quienes son los sectores que tendrán prioridad en la compra de acciones, el mecanismo de venta en bolsa, la cancelación o pago de los pasivos laborales y el financiamiento futuro del CNP.

1. El precio de venta de la FANAL.
Una cuidadosa y responsable posición por parte de esta Contraloría General respecto de este tema tiene que ver con el artículo tercero del proyecto de ley, el cual tasa el valor de los activos de ese órgano empresa adscrito al Consejo Nacional de la Producción (CNP) en el “precio en libros”.

El precio en libros o valor contable es muy distinto al valor económico de una empresa, lo cual determina que a juicio de esta Contraloría General debe hacerse un avalúo para conocer con toda certeza el valor razonable que tiene la empresa y así tener una mejor idea de la ganancia patrimonial que se puede percibir o peor aún, dejar de percibir como fruto de una venta de esta índole. 
En ese sentido, estima el órgano contralor como manifiestamente improcedente y económicamente inconveniente en relación incluso con uno de los fines del proyecto de ley, cual es el destinar el monto obtenido de la venta de la FANAL al pago de la deuda interna –artículo 8-, el fijar el precio de las acciones con base en el precio en libros, ya que hacerlo de esa forma es prácticamente regalar ese patrimonio público constituido a lo largo de más de 150 años, por las razones fácticas y financieras que a continuación se exponen.


             Por precio o valor en libros se entiende aquel constituido por el valor de los activos de una empresa de acuerdo a su sistema contable, mismos que en este caso corresponden a un monto de tan solo ¢1.095.000.000
, considerando que la última revaloración de activos data aproximadamente del año 1981, situación que determina que los mismos deban actualizarse y revalorizarse.
Pero además, sin duda alguna ese valor en libros de la FANAL es totalmente irreal, pues se trata de lo que se conoce como una “empresa en marcha”, que tiene una posición muy arraigada en el mercado, con sus propias marcas, patentes y productos de calidad, con inventarios, cartera de clientes, etc. aspectos que independientemente del monopolio determinan como desacertado el uso de una vía fácil y malsana de fijar el valor de las acciones por el valor en libros, cuando debe por el contrario realizar un avalúo que fije un valor razonable a dicha venta de la propiedad pública.

2. Sobre los compradores a los que el legislador pretende favorecer.
De acuerdo con el numeral sétimo del proyecto de ley, las acciones en las que se pretende estructurar el capital social de la FANAL, serían puestas a la venta en el mercado de valores local, dando una primera prioridad a dos grupos: hasta un 30% a los funcionarios de la FANAL y el CNP –a título personal o mediante sus organizaciones sociales-; y hasta un 70% a las cooperativas de cañeros, reparto que se desconoce con qué criterio fue establecido.
Si en una primera ronda de negociación en bolsa quedan acciones sin ser adquiridas por alguno de esos dos grupos, la norma dispone que serán ofrecidas al público en general.

Sobre este particular, lo primero que llama la atención es el mecanismo de democratización de dicha propiedad pública, ya que es omiso en señalar que el precio de las acciones será sólo un valor base a partir del cual debe pujarse, lo cual genera nuestra duda respecto a si lo que se pretende es vender en primera ronda las acciones a prorrata, de acuerdo al precio en libros y nada más.

De ser esto así, ello resulta totalmente inconveniente para el interés público y  no haría más que beneficiar desmedidamente a ambos grupos, sobretodo por el bajísimo valor en libros de la FANAL, considerando además su capacidad instalada, volumen de ventas (¢15.399,910,000 para el 2006 y ¢21.700.606.000 proyectados para el 2009)  y sus utilidades (para el año 2006 la FANAL tuvo un superávit de tan sólo ¢322.020.000, pero ese mismo año le transfirió recursos (aporte) al CNP por ¢5.153.100.000, sea un tercio del total de las ventas), denotándose que con éste proyecto de ley lo que será el retorno de utilidad versus la inversión a realizar por los futuros accionistas es absurdo y muy perjudicial para la Hacienda Pública así como el interés público. 
Dicha situación provocaría que probablemente no haya acciones que negociar para una segunda ronda, que es donde el público en general podría llegar a tener oportunidad de acceder a las mismas, afectándose el sentido de democratización que lleva por título el proyecto de ley, situación que se agrava al no fijarse  ningún mecanismo de distribución para efectos de la compra de acciones que impida la concentración de las mismas en unos pocos nuevos dueños de entre ambos grupos.
Tómese en cuenta, además, que el proyecto de ley no regula o limita en forma alguna el eventual traspaso o venta posterior de acciones adquiridas originalmente, aspecto del que debe llamarse a la reflexión en razón de lo acontecido años atrás con la venta de otras empresas públicas, a inicios de los años noventa como Cementos del Pacífico (CEMPASA) y FERTICA, en donde las mismas terminaron en manos de accionistas mayoritarios  que concentraron el capital social, quedando malogrado el objetivo de democratización pretendido por el legislador (pueden consultarse al respecto los informes DFOE-PR-7-2002 (8333) de 16 de julio de 2002 y el N° 112/98 del 21 de diciembre de 1998), ocasión en que las acciones se vendieron a valores muy por debajo de un valor razonable que fue el recomendado entonces por este órgano contralor, además de que no se reguló lo de los traspasos de accciones posteriores, pese a la advertencia que oportunamente se formulara a esa Asamblea Legislativa (oficio N° 10238 de 27 de agosto de 1991). 

Cabe señalar, la importancia de que al cabo del proceso de venta,  se señalen responsables de rendir un informe a la Asamblea Legislativa sobre todo lo actuado. 

3. El mecanismo de venta en Bolsa
Una atenta lectura de los artículos 3 al 7 del proyecto de ley denotan que hace falta un mejor diseño del articulado para realizar la negociación en bolsa, con la suficiente congruencia respecto a la Ley Reguladora del Mercado de Valores, en cuanto a los principios de transparencia y participación igualitaria de los interesados.

En ese sentido, se recomienda solicitar el criterio a la Bolsa Nacional de Valores y a la SUGEVAL, con el fin de que ofrezcan las recomendaciones técnicas pertinentes para asegurar una exitosa negociación en bolsa, incluso con vistas a una real y efectiva democratización de la propiedad de la FANAL, en lo que atañe al avalúo de la Fábrica, el mecanismo de rondas por grupos de posibles oferentes, el quantum de valor negociado de las acciones y sistema de pujas, etc. 
4. La cancelación de los pasivos laborales
El artículo 11 del proyecto de ley asigna al Ministerio de Hacienda la obligación legal de liquidar y pagar las prestaciones legales a los funcionarios de la FANAL que así lo deseen, con lo cual se establece un patrono sustituto en cabeza de esa cartera para estos efectos, liberando tanto al CNP de ese deber patronal y favoreciendo a los futuros compradores con la liquidación de pasivos laborales.
A este respecto, resulta obvio que la liquidación parcial o total del pasivo laboral sin duda acrecentará el valor de las acciones de la FANAL, y debería ser otro factor a tomar en cuenta dentro del avalúo a realizar, sobretodo considerando que la convención colectiva dispone que dichos empleados tienen derecho a un tope de hasta 25 años para el pago de prestaciones legales (artículo 78 inciso a).

Además, debe el legislador agregar que de dicha liquidación por prestaciones legales se deducirá el monto del aporte patronal de los empleados asociados a la Asociación Solidarista o al Fondo de Vivienda del CNP, según corresponda.

Cabe incluso preguntarse y aclarar si los empleados de la FANAL que se acojan a su liquidación podrán o no participar del 30% del total del paquete accionario.
5. La situación financiera del CNP
Es conocido que la mayor fuente de ingresos del CNP proviene del aporte de la FANAL –para el presupuesto del año 2009 se prevé que constituya un 37% de los ingresos estimados-, a lo que se suma la situación financiera recurrentemente deficitaria del CNP.

Por estos dos motivos, preocupa a este Órgano Contralor que el proyecto de ley en su artículo 14 se limite a señalar que “…el Estado deberá designar las rentas necesarias para que el Consejo Nacional de Producción mantenga sus programas, de modo que se compensen los montos que por utilidades le aporta la FANAL”.
En efecto, es tal la magnitud del aporte de la FANAL al sostenimiento financiero del CNP que se echa de menos el señalamiento específico de las fuentes sustitutivas que a futuro vendrían a asegurar al CNP ingresos equivalentes a los percibidos de parte de la FANAL, aspecto sobre el que conviene reparar, sobretodo porque para el año 2009 las transferencias del Gobierno Central al CNP vía Presupuesto Nacional suman ¢2.400.000.000, y para llenar el vacío que produciría la aprobación de este proyecto de ley, probablemente el monto de dichas transferencias debería triplicarse.
En ese sentido, recientemente esa Asamblea Legislativa el pasado jueves 28 de noviembre de 2008 aprobó en primer debate el proyecto de ley No.17123 con el cual entre otras cosas se fortalece la capacidad financiera del CNP, ya que su transitorio II ordena por única vez al IDA el traspasarle ¢3.000.000.000 al CNP, y su ordinal tercero le fija tres nuevas rentas permanentes:
a. Un 10% del superávit libre del IDA –que de acuerdo a la liquidación presupuestaria de 2007 dicho superávit ascendió a ¢16.440.400.000,oo-

b. Un 20% del superávit libre del Servicio Fitosanitario del Estado -–que de acuerdo a la liquidación presupuestaria de 2007 dicho superávit ascendió a ¢6.794.115.979,77-
c. Un 20% del superávit libre del Servicio Nacional de Salud Animal -–que de acuerdo a la liquidación presupuestaria de 2007 dicho superávit ascendió a ¢1.972.263.074,748-
No obstante, téngase en cuenta que según declaraciones publicadas en la prensa escrita por parte del Presidente Ejecutivo del CNP, dicho instituto tiene un déficit de ¢3.000.000.000,oo.

De esta manera queda evacuada la consulta,

Atentamente,

   Lic. Carlos Arguedas Vargas
      Gerente de División
Lic. Roberto Rodríguez Araica
    

           Lic. Jimmy Bolaños González, MDC
            Gerente Asociado

     
                       Fiscalizador 
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